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SENTENCIA  
 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de abril de 2021. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones el Sr. Adrián 

Andrés Cruz Martínez (en adelante el señor Cruz Martínez o el 

recurrente), mediante el recurso de revisión judicial de epígrafe. En 

dicho escrito este nos solicita que revoquemos la Resolución 2020-

039 emitida por la Junta de Síndicos del Sistema de Retiro de la 

Autoridad de Energía Eléctrica (en adelante la Junta o la recurrida), 

el 18 de septiembre de 2020, notificada el 22 del mismo mes y año. 

Mediante dicho dictamen la Junta determinó ratificar la fecha de 

efectividad de jubilación por incapacidad del recurrente.     

Por los fundamentos que exponemos a continuación, 

desestimamos el recurso por falta de jurisdicción ante su 

presentación prematura.  

I. 

Surge del recurso que el señor Cruz Martínez sufrió un 
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accidente en el trabajo ocasionado por la caída de un poste del 

tendido eléctrico sobre su brazo izquierdo. El 17 de julio de 2012 

presentó una solicitud de jubilación por incapacidad ante la Oficina 

del Administrador del Sistema de Retiro de la Autoridad de Energía 

Eléctrica (AEE). Posteriormente el señor Cruz Martínez fue evaluado 

por varios médicos de la AEE. Luego de varios trámites de 

reconsideración y evaluaciones médicas, el 18 de noviembre de 2019 

se le notificó al señor al Cruz Martínez que el médico de la AEE 

determinó que este no puede trabajar y que constituye un caso de 

incapacidad total y permanente por condición física relacionad[a].  

El 10 de diciembre de 2019 se solicitó a la Administradora del 

Sistema de Retiro de la Junta de la AEE que se indicara la fecha de 

efectividad de la jubilación.1 Esto debido a que existen otras fechas 

anteriores donde el médico de la AEE había determinado que el 

recurrente no podía trabajar.    

Así las cosas, el 16 de enero de 2020 la Oficina de Servicios 

Evaluativos le notificó al señor Cruz Martínez que la fecha de 

efectividad para los casos de jubilación por incapacidad la otorga la 

Oficina de Personal. En la referida carta también se le indicó que fue 

en la recomendación del 3 de julio de 2019, que el médico de la AEE 

determinó que la incapacidad total y permanente era por condición 

emocional no relacionada. Además, se señaló que, luego de 

reconsiderada la recomendación, el 7 de noviembre de 2019 el 

médico consultor cambió la causal a una física relacionada. El señor 

Cruz Martínez fue citado para el 14 de febrero de 2020 para 

finiquitar su orientación y firmar documentos.  

El 14 de febrero de 2020 el señor Cruz Martínez presentó una 

apelación ante la Junta de Síndicos de la AEE en la cual alegó que 

 
1 Misiva firmada por el Sr. Walberto Rolón Narváez, Secretario de Salud y 

Seguridad Consejo Estatal UTIER. Véase el Anejo 16 del Apéndice del Recurso, a 

la pág. 23.   
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la fecha de efectividad para su jubilación es el 4 de octubre de 2018 

y no el 7 de noviembre de 2019, como se determinó. 

El 18 de septiembre de 2020, notificada el 22 de septiembre 

siguiente, la Junta emitió la Resolución 2020-039 en la cual dispuso 

que la fecha de efectividad para la jubilación será el 3 de julio de 

2019. En la carta cursada el 22 de septiembre se le advirtió al 

recurrente de su derecho a solicitar reconsideración en el plazo de 

20 días a partir de la notificación, o en la alternativa acudir en 

revisión ante este foro apelativo.  

El 13 de octubre de 2020 el señor Cruz Martínez instó su 

solicitud de reconsideración ante la Junta.  El 19 de febrero del 2021 

la Junta emitió la Resolución 2021-005 en la cual denegó la solicitud 

de reconsideración y confirmó lo resuelto en la Resolución 2020-

039. El dictamen se notificó el 17 de marzo de 2021 mediante una 

carta en la cual se le advirtió de su derecho a presentar un recurso 

de revisión ante el Tribunal de Apelaciones en el término de 30 días 

a partir de la fecha de la notificación. 

Inconforme aún, el señor Cruz Martínez presentó el recurso 

que nos ocupa impugnando las resoluciones emitidas por la Junta 

y reiteró que esta erró al retrotraer la fecha de su jubilación al 3 de 

julio de 2019 en vez del 4 de octubre de 2018.  

Al amparo de la Regla 7 (B) (5) de nuestro Reglamento, 4 LPRA 

Ap. XXII-B, atenderemos el recurso sin solicitar la comparecencia de 

la parte recurrida. Así que, analizados el recurso, el expediente 

apelativo y estudiado el derecho aplicable, procedemos a resolver. 

II. 

Previo a considerar los méritos del recurso, se hace primordial 

evaluar nuestra jurisdicción para atender los planteamientos 

expuestos. Sabido es, que los tribunales debemos ser celosos 

guardianes de nuestra jurisdicción, estando obligados a 

considerarla aún en ausencia de algún señalamiento de las partes 
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al respecto. La razón para ello es que la jurisdicción delimita la 

potestad o facultad que los tribunales poseemos para atender una 

controversia ante nuestra consideración. Tal asunto debe ser 

resuelto con preferencia porque de carecer de jurisdicción para 

atender un asunto, lo único que corresponde hacer es así 

manifestarlo. Constructora Estelar, S.E. v. Aut. Edificios Públicos, 

183 DPR 1, 22 (2011); S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 

873, 883 (2007). El no tener la potestad para atender un asunto no 

puede ser corregido ni atribuido por el tribunal. Constructora 

Estelar, S.E. v. Aut. Edificios Públicos, supra.   

En aquellas instancias en las que un ente adjudicador dicta 

sentencia sin ostentar jurisdicción en la persona o en la materia, su 

determinación es “jurídicamente inexistente.” Maldonado v. Junta 

Planificación, 171 DPR 46, 55 (2007). De ahí que, cuando un foro 

adjudica un recurso sobre el cual carece de jurisdicción para 

entender en este, ello constituye una actuación ilegítima, 

disponiéndose que cuando la ley expresamente proscribe asumir 

jurisdicción, no existe una interpretación contraria. Íd., pág. 55.   

Un tribunal carece de jurisdicción para adjudicar una 

controversia cuando se presenta un recurso de forma prematura.  

Un recurso prematuro es aquel presentado en la secretaría de un 

tribunal antes de que el asunto esté listo para su adjudicación. De 

tal forma, un recurso prematuro, al igual que uno tardío, adolece 

del grave e insubsanable defecto de falta de jurisdicción y tiene que 

ser desestimado. Padilla Falú v. A.V.P., 155 DPR 183, 192 (2001); 

Rodríguez v. Zegarra, 150 DPR 649, 654 (2000). Su presentación 

carece de falta de eficacia y no produce ningún efecto jurídico, pues 

en el momento de su presentación un foro apelativo no tiene 

autoridad judicial para acogerlo; menos para conservarlo con el 

propósito de luego reactivarlo en virtud de una moción informativa.  

Julia Padró et al v. Epifanio Vidal, S. E., 153 DPR 357, 366 (2001).   
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Como corolario de lo antes expuesto, el Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones dispone en la Regla 83, 4 LPRA XXII-B, que:   

(B) Una parte podrá solicitar en cualquier momento la 
desestimación de un recurso por los motivos siguientes:   
 

(1) que el Tribunal de Apelaciones carece de 
jurisdicción;   
 

(…)   
  
(C) El Tribunal de Apelaciones, a iniciativa propia, 
podrá desestimar un recurso de apelación o denegar un 
auto discrecional por cualesquiera de los motivos 
consignados en el inciso (B) precedente. 
 

De otra parte, es alto conocido que la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico (la LPAUG), 

Ley núm. 38-2017, 3 LPRA sec. 9601 et seq., fue creada con el 

propósito de uniformar los procedimientos administrativos ante las 

agencias. Por tal razón, la mencionada ley desplaza y tiene 

preeminencia sobre toda disposición legal relativa a una agencia, 

particularmente cuando esta sea contraria a sus postulados. Vitas 

Health Care v. Hospicio La Fe et al., 190 DPR 56, 66 (2014); 

Hernández v. Golden Tower Dev. Corp., 125 DPR 744, 748 (1990). 

Consecuentemente, desde la aprobación del procedimiento provisto 

por la LPAU, los entes administrativos están precisados a conducir 

sus procesos de reglamentación, adjudicación y concesión de 

licencias y permisos de conformidad con los preceptos de esta ley y 

el debido proceso de ley. López Rivera v. Adm. de Corrección, 174 

DPR 247, 254-255 (2008); Perfect Cleaning v. Cardiovascular, 162 

DPR 745, 757 (2004). 

En vista de ello, las agencias que no estén excluidas de su 

aplicación carecen de autoridad para adoptar reglamentación que 

imponga requisitos adicionales o distintos a los que impone la LPAU.  

Esto incluye los asuntos relacionados con la revisión judicial. Por 

consiguiente, cualquier imposición adicional será nula si incumple 

sustancialmente con la LPAUG. Vitas Health Care v. Hospicio La Fe 

et al., supra. 
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Por otro lado, cabe destacar que la interpretación amplia, 

abarcadora, y flexible de la delegación de poderes a las agencias 

administrativas no implica que estas puedan actuar fuera del 

ámbito de su ley habilitadora. Consecuentemente, esta doctrina de 

delegación amplia de poderes no incluye la facultad de imponer, 

mediante reglamento, requisitos jurisdiccionales para la revisión 

judicial, si dicha autoridad no está amparada por su ley orgánica.  

Perfect Cleaning v. Cardiovascular, supra, a la pág. 762. Es por ello 

que una reglamentación se considerará arbitraria o caprichosa 

cuando imponga requisitos adicionales a aquellos establecidos por 

los estatutos que rigen la revisión de la agencia. Vitas Health Care 

v. Hospicio La Fe et al., supra, a la pág. 67.   

La Sección 4.2 de la LPAUG, 3 LPRA sec. 9672, establece lo 

siguiente:  

     Una parte adversamente afectada por una orden o 
resolución final de una agencia y que haya agotado 

todos los remedios provistos por la agencia o por el 
organismo administrativo apelativo 
correspondiente podrá presentar una solicitud de 
revisión ante el Tribunal de Apelaciones, dentro de un 
término de treinta (30) días contados a partir de la 
fecha del archivo en autos de la copia de la 
notificación de la orden o resolución final de la 
agencia o a partir de la fecha aplicable de las 
dispuestas en la sec. 9655 de este título, cuando el 
término para solicitar la revisión judicial haya sido 
interrumpido mediante la presentación oportuna de 
una moción de reconsideración. […] 
 

El referido término de treinta (30) días para solicitar revisión 

judicial de una decisión o resolución final de una agencia 

administrativa es de carácter jurisdiccional y comienza a partir de 

la fecha en que se archive en autos la notificación de la resolución, 

o desde la fecha en que se interrumpa ese término mediante la 

oportuna presentación de una moción de reconsideración. Asoc. 

Condómines v. Meadows Dev., 190 DPR 843, 847 (2014).  

A su vez, respecto a una oportuna solicitud de reconsideración 

la Sección 3.15 del estatuto, 3 LPRA sec. 9655, dispone que:  
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La parte adversamente afectada por una resolución u 
orden parcial o final podrá, dentro del término de veinte 
(20) días desde la fecha de archivo en autos de la 
notificación de la resolución u orden, presentar una 
moción de reconsideración de la resolución u orden. La 
agencia dentro de los quince (15) días de haberse 
presentado dicha moción deberá considerarla. Si la 
rechazare de plano o no actuare dentro de los quince 
(15) días, el término para solicitar revisión comenzará a 
correr nuevamente desde que se notifique dicha 
denegatoria o desde que expiren esos quince (15) días, 
según sea el caso. Si se tomare alguna determinación 
en su consideración, el término para solicitar revisión 
empezará a contarse desde la fecha en que se archive 
en autos una copia de la notificación de la resolución 
de la agencia resolviendo definitivamente la moción de 
reconsideración.  Tal resolución deberá ser emitida y 

archivada en autos dentro de los noventa (90) días 
siguientes a la radicación de la moción de 
reconsideración. Si la agencia acoge la moción de 
reconsideración pero deja de tornar alguna acción con 
relación a la moción dentro de los noventa (90) días 
de ésta haber sido radicada, perderá jurisdicción 
sobre la misma y el término para solicitar la revisión 
judicial empezará a contarse a partir de la 
expiración de dicho término de noventa (90) días 
salvo que la agencia, por justa causa y dentro de esos 
noventa (90)días, prorrogue el término para resolver por 
un período que no excederá de treinta (30) días 
adicionales. […] [Énfasis Nuestro]. 

 

En el Artículo VIII- RECONSIDERACIÓN del Reglamento de 

Procedimientos Adjudicativos del Sistema de Retiro de Empleados de 

la Autoridad de Energía Eléctrica aprobado el 31 de enero de 2019 

se incluye una disposición similar. Este precepto reglamentario 

menciona:  

La parte adversamente afectada por una 
Resolución u Orden final, de la Junta de Síndicos podrá 
presentar una Moción de Reconsideración dentro del 
término de veinte (20) días desde la fecha de archivo en 
autos de la notificación de la Resolución u Orden. Sí la 
Junta de Síndicos la rechaza de plano o no actúa dentro 
del término de los quince (15) días, el término para 
solicitar revisión judicial empezará a contarse de nuevo 
a partir de que se notifique el rechazo o a partir de 
finalizado el término de quince (15) días. Si se acoge la 
Moción dentro de los quince (15) días, la Moción 
deberá ser resuelta y notificada dentro de los 
noventa (90) días siguientes a la radicación de la 
Moción de Reconsideración. Si se dejare de tomar 
alguna acción en relación con la Moción de 
Reconsideración dentro de los noventa (90) días de 
haber sido radicaba una Moción acogida para 
resolución, la Junta de Síndicos perderá jurisdicción 
sobre la misma y el término para solicitar la revisión 
judicial empezará a contarse a partir de la 
expiración de dicho término de noventa (90) días, 
salvo que la Junta de Síndicos lo haya prorrogado por 
justa causa y por un período que no excederá de treinta 
(30) días. Si la fecha en autos de copia de la Orden o 
Resolución es distinta a la del depósito en el correo de 
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la notificación, el término se calculará a partir de la 
fecha del depósito en el correo. [Énfasis nuestro]. 

 

De otra parte, la Sec. 3.14 de la LPAUG, 3 LPRA sec. 9654, 

especifica que la orden o resolución final “advertirá el derecho de 

solicitar la reconsideración ante la agencia o de instar el recurso de 

revisión como cuestión de derecho en el Tribunal de Apelaciones, así 

como las partes que deberán ser notificadas del recurso de 

revisión, con expresión de los términos correspondientes. 

Cumplido este requisito comenzarán a correr dichos términos.” 

[Énfasis Nuestro]. Por ende, destaca la precitada sección que los 

referidos términos no comenzarán a decursar hasta que la agencia 

administrativa haya cumplido con estos requisitos. Comisión 

Ciudadanos v. G.P. Real Property, 173 DPR 998, 1014 (2008). 

Cónsono con dicho precepto, el Tribunal Supremo ha resuelto 

que “el derecho a una notificación adecuada es parte del debido 

proceso de ley y que, por ello, la notificación defectuosa de una 

resolución no activa los términos para utilizar los mecanismos 

postsentencia...”.  Maldonado v. Junta de Planificación, 171 DPR 46, 

57-58 (2007). Conviene puntualizar que, aunque el derecho a un 

debido proceso de ley en el ámbito administrativo no tiene la rigidez 

que posee en la esfera penal, sí requiere un proceso justo y 

equitativo que garantice y respete la dignidad de las personas 

afectadas. Torres v. Junta de Ingenieros, 161 DPR 696, 713 (2004); 

López y otros v. Asoc. de Taxis de Cayey, 142 DPR 109, 113 (1996). 

Así pues, la falta de una notificación adecuada afecta el 

derecho de la parte que no está conforme y desea cuestionar el 

dictamen, asimismo se debilita el debido proceso de ley. Río Const. 

Corp. v. Mun. de Caguas, supra, págs. 405-406; Jorge Martínez, Inc. 

v. Abijoe Realty Corp., supra, págs. 7-8; Falcón Padilla v. Maldonado 

Quirós, 138 DPR 983, 989-990 (1995); Arroyo Moret v. F.S.E., 113 

DPR 379, 381 (1982). Entiéndase que la correcta y oportuna 
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notificación de una decisión final, sea judicial o administrativa, es 

un requisito sine qua non para un ordenado sistema judicial. De lo 

contrario, se crea incertidumbre sobre cuándo comienzan los 

términos para incoar los remedios post dictamen, entre otras graves 

consecuencias y demoras. Dávila Pollock et al v. R. F. Mortgage, 

supra, pág. 74. 

El Tribunal Supremo ha sido consistente en resaltar la 

importancia de que una adecuada notificación debe advertirles a las 

partes sobre su derecho a procurar revisión judicial y el plazo 

disponible para ello, así como la fecha de archivo en autos de copia 

de la notificación. Colón Torres v. AAA, 143 DPR 119, 124 (1997). 

En fin, el incumplimiento con lo precitado resulta en una 

notificación defectuosa que a su vez implica que no comienzan a 

transcurrir los términos para solicitar los mecanismos procesales 

posteriores o la revisión judicial del dictamen. Consecuentemente, 

hasta que no se notifique adecuadamente la orden o resolución final, 

la misma no surtirá efecto y los distintos términos que de ella nacen 

no comienzan a decursar. Maldonado v. Junta de Planificación, 

supra, pág. 58.  Es por ello que una notificación defectuosa también 

priva al Tribunal de Apelaciones de revisar la decisión 

administrativa. Hasta tanto se notifique adecuadamente la decisión 

final administrativa, el recurso apelativo resulta prematuro y como 

foro apelativo carecemos de jurisdicción. 

III. 

Analizados los anejos incluidos por el recurrente en el recurso 

nos percatamos que la AEE incurrió en varios incumplimientos con 

las disposiciones de la LPAUG en la redacción de la Resolución 

impugnada; así como en el trámite adjudicativo interno del caso lo 

que incide en nuestra jurisdicción. Recordemos que el asunto de la 

jurisdicción se debe atender con preferencia antes de atender los 

planteamientos expuestos. 
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Primeramente, la carta del 22 de septiembre de 2020, 

notificando la Resolución 2020-039, advierte a la parte afectada de 

su derecho a solicitar la reconsideración o de acudir directamente al 

Tribunal de Apelaciones, ello en cumplimiento con la Sec. 3.14 de la 

LPAUG, antes citada. La advertencia incluida lee como sigue:  

De considerarse adversamente afectado por esta 
Resolución u Orden, se le advierte de su derecho a 
presentar un Recurso de Revisión ante el Tribunal de 
Apelaciones, dentro del término de treinta (30) días, 
desde la fecha de la notificación de la Resolución u 
Orden.  

En la alternativa, podrá presentar una Moción de 
Reconsideración dentro del término de 20 días, 
contados desde la fecha de archivo en autos de la 
notificación de la Resolución u Orden Final. Si la Junta 
de Síndicos rechaza la Moción de Reconsideración de 
plano o no actúa dentro del término los quince (15) 
días, el término de treinta (30) días para solicitar la 
revisión judicial empezará a contarse de nuevo a partir 
de que se notifique el rechazo o a partir de finalizado el 
término de quince (15) días, lo que ocurra primero. 

 

No obstante, de una simple lectura del referido apercibimiento 

colegimos que este cumple parcialmente con la Sec. 3.15 de la 

LPAUG, antes citada, debido a que no informa a la parte afectada el 

punto de partida del término que se tiene para recurrir al tribunal 

de apelaciones una vez la agencia no emite su determinación en el 

plazo de noventa (90) días de haber acogido la reconsideración.  

Como indicamos, dicha norma, en lo aquí concerniente, dispone 

que:  

... 
Si la agencia acoge la moción de reconsideración pero 

deja de tornar alguna acción con relación a la moción 
dentro de los noventa (90) días de ésta haber sido 
radicada, perderá jurisdicción sobre la misma y el 
término para solicitar la revisión judicial empezará 
a contarse a partir de la expiración de dicho término 
de noventa (90) días salvo que la agencia, por justa 
causa y dentro de esos noventa (90)días, prorrogue el 
término para resolver por un período que no excederá 
de treinta (30) días adicionales. 
 

 Por tanto, resulta forzoso concluir que la notificación de la 

Resolución 2020-039 está incompleta al faltarle la información 

explicativa de términos según dispuesta en la ley y en el reglamento 

de la AEE. El documento falla en advertir de forma clara y expresa 
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que, cuando la Junta decide acoger la moción de reconsideración, 

pero no toma acción sobre la misma dentro de los 90 días de haber 

sido presentada, el término jurisdiccional para recurrir ante esta 

Curia empezará a contarse al expirar dicho plazo y una prórroga 

adicional de 30 días (de haberse solicitado en tiempo). Por lo que no 

cabe duda de que estamos ante una notificación defectuosa.  

En este sentido, al aplicar lo dispuesto en la Sección 3.15 de 

la LPAUG, supra, al trámite del caso ante la Junta, esta tenía hasta 

el 11 de enero de 2021 para emitir su dictamen.2 Ello ante el hecho 

de que la solicitud de reconsideración se presentó el 13 de octubre 

de 2020, y la Junta no la resolvió a pesar de haberla acogido para 

así hacerlo. Por lo que el 12 de enero de 2021, comenzó el plazo 

jurisdiccional de 30 días que tenía el recurrente para acudir en 

alzada ante este foro intermedio. No obstante, como hemos 

explicado la misiva cursada por la Junta falló en explicarlo 

afectando el derecho de revisión ante este tribunal intermedio.      

Asimismo, se hace preciso puntualizar que la Resolución 

2021-005 resolviendo el petitorio presentado por el señor Cruz 

Martínez fue dictada por la Junta el 19 de febrero de 2021 y 

notificada el 17 de marzo siguiente. Por ende, a la fecha en que la 

Junta emitió dicha Resolución no poseía jurisdicción. En 

consecuencia, la Resolución 2021-005 es nula e inoficiosa al haber 

sido dictada por la Junta sin autoridad para ello.    

En vista de lo apuntalado, resolvemos que la Junta, en la 

Resolución recurrida, apercibió de manera incompleta al señor Cruz 

Martínez sobre los términos para acudir en revisión ante este foro 

intermedio. Reiteramos que la notificación adecuada de la 

determinación impugnada es un requisito jurisdiccional para que 

 
2 Precisamos que, aun concediendo el término adicional de 30 días de prórroga, la 

Junta tenía hasta el 10 de febrero de 2021 para resolver la reconsideración. En 

esta instancia, el recurrente tenía hasta el 12 de marzo para presentar el recurso.   
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podamos atender el recurso. Por ende, al no haber sido notificado el 

recurrente de forma correcta debemos declararnos sin jurisdicción 

y desestimar el recurso ante su presentación prematura.  

Recalcamos que la notificación realizada por la Junta no 

informó los términos en que el ente gubernamental debe cumplir 

para emitir su dictamen en reconsideración, y el efecto que ello tiene 

sobre el plazo que tiene la persona afectada para presentar un 

recurso de revisión judicial; acorde con los distintos escenarios 

procesales, es decir, si se acoge el petitorio o si se rechaza de plano.  

Sin duda alguna, esta omisión perjudicó el derecho que tiene el 

recurrente de presentar su recurso de revisión judicial ante este 

tribunal apelativo.    

En virtud de lo anterior, corresponde que la Junta notifique 

una Resolución conforme a derecho para que comiencen a decursar 

correctamente los términos jurisdiccionales de revisión judicial.  

Además, exhortamos a la Junta a enmendar -a la brevedad 

posible- las advertencias contenidas en su carta de notificación para 

que esta situación no se repita y en especial, evite que se afecte el 

derecho que le asiste a los beneficiarios del Sistema de Retiro de la 

AEE de recurrir ante este foro intermedio dentro del tiempo 

adecuado. Al respecto, véase el Artículo XI- REVISIÓN JUDICIAL del 

Reglamento de Procedimientos Adjudicativos del Sistema de Retiro de 

Empleados de la Autoridad de Energía Eléctrica del 31 de enero de 

2019.  

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, desestimamos el 

recurso de epígrafe por falta de jurisdicción ante su presentación 

prematura y ordenamos a la Junta de Síndicos del Sistema de Retiro 

de la Autoridad de Energía Eléctrica que, a la brevedad posible, 

notifique la Resolución al señor Cruz Martínez de forma completa y 

en cumplimiento con la normativa antes explicada.   
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La Secretaría del Tribunal de Apelaciones procederá al 

desglose de los apéndices de esta causa a la parte recurrente para 

su uso posterior, de así interesarlo. 

Notifíquese.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

La Jueza Cintrón Cintrón disiente sin opinión escrita. 

 

 
 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


